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INFORME No. 105/13
PETICIÓN 514-00
ADMISIBILIDAD

OSCAR ALFONSO MORALES DÍAZ Y FAMILIARES
COLOMBIA

5 de noviembre de 2013
I.
RESUMEN

1. El 10 de octubre de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Oscar Alfonso Morales Díaz (en adelante “el peticionario” o “la presunta víctima”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Colombia (en adelante “el Estado”) por no haber garantizado medidas efectivas tendientes a proteger sus derechos y los de su familia a: la seguridad, integridad personal, vida y al trabajo; luego de sufrir amenazas y un atentado contra su vida, el 8 de julio de 2000; los que habrían sido denunciados ante las autoridades.  Alega que dichos actos de violencia se habrían perpetrado a consecuencia de una denuncia de corrupción interpuesta por él, contra funcionarios estatales.  

2. Por su parte, el Estado alegó que los reclamos del peticionario son inadmisibles dada su falta de caracterización como violaciones a la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) y debido a la falta de agotamiento del recurso contencioso administrativo a nivel interno.  
3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la CIDH decidió declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 8, 21, 22 y 25 de la Convención en concordancia con su artículo 1.1.  Asimismo, decidió declarar inadmisible la petición a efectos del examen sobre el artículo 6 del Protocolo de San Salvador.  La CIDH decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La CIDH registró la petición bajo el número 514-00 y tras efectuar un análisis preliminar, el 24 de abril de 2012 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, para sus observaciones. 
5. El 25 de junio de 2012 el Estado solicitó una prórroga para presentar sus observaciones, la cual fue otorgada por la CIDH.  El 11 de octubre de 2012 la CIDH reiteró al Estado la solicitud de información, ante lo cual el Estado respondió que había presentado su respuesta el 10 de octubre de 2012.  Ésta fue recibida por la CIDH el 12 de octubre de 2012 y fue trasladada al peticionario para sus observaciones.  En dicha comunicación el Estado llama la atención con respecto al plazo que se tomó la CIDH para transmitir la petición y solicita que justifique la demora del trámite inicial.  El 25 de diciembre de 2012 el peticionario presentó su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  En dicha respuesta el peticionario también presenta una queja y considera que con dicha demora siente violado su derecho a las garantías de debido proceso.  El 8 de marzo de 2013 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a peticionario para su conocimiento.
6. En respuesta a las consideraciones del Estado y del peticionario sobre el tiempo del análisis preliminar realizado por la CIDH cabe señalar que después de la recepción de la petición inicial en octubre de 2000, el peticionario envió información adicional el 24 de octubre de 2000.  El 12 de mayo de 2003 la CIDH solicitó información adicional al peticionario.  El 10 de julio de 2003 el peticionario aportó información adicional y su nueva dirección en Canadá.  El 7 de diciembre de 2007 la CIDH preguntó al peticionario si aún subsistían los motivos de su denuncia y el estado de las investigaciones.  Dicha comunicación postal fue devuelta por el correo canadiense a la CIDH por no existir la dirección indicada.  El 14 de diciembre de 2010 la CIDH reenvió al peticionario dicha comunicación vía correo electrónico y le solicitó una dirección postal.  El 20 de enero de 2011 el peticionario acusó recibo y el 7 de febrero de 2011 aportó la información solicitada.  El 22 de febrero de 2012 el peticionario solicitó información sobre su petición y ésta fue trasladada al Estado el 23 de abril de 2012.  El 8 de marzo de 2013 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a peticionario para su conocimiento.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición del peticionario
7. El abogado Oscar Alfonso Morales Díaz alega que el 19 de mayo de 2000, presentó denuncias contra funcionarios del Instituto de Desarrollo Urbano (en adelante “IDU”) por hechos de corrupción, ante la Procuraduría General de la Nación (en adelante “PGN”) y Tribunal Superior de Cundinamarca; así como ante el Programa contra la Corrupción de la Presidencia de la República y la Fiscalía General de la Nación (en adelante “FGN”).  Esta última habría dado origen a la investigación bajo radicado No. 484569.
8. Alega que a fines de junio de 2000 la presunta víctima habría recibido llamadas telefónicas amenazantes a causa de las denuncias presentadas en la que se le manifestaba que “por sapo [se] moría”.  El peticionario habría presentado denuncias por dichas amenazas ante el Programa Presidencial de Lucha contra la Corrupción y ante la PGN el 30 de junio de 2000 y ante la Defensoría del Pueblo, el 7 de julio de 2000.  El 6 de julio de 2000 el Programa contra la Corrupción de la Presidencia de la República habría solicitado al Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) realizar una evaluación prioritaria y las medidas de protección que el caso demande.  

9. El peticionario alega que el 8 de julio de 2000 habría sido víctima de un atentado perpetrado por dos personas que se movilizaban en una moto y le habrían propinado varios disparos cuando se dirigía a su automóvil “de frente y en el vidrio panorámico, quedaron los rastros del panorámico en la parte inferir” y que no lo alcanzaron a herir.  Agrega que el 8 de julio de 2000 habría denunciado los hechos, con radicado 8610, ante la Unidad de Reacción Inmediata (U.R.I.) de la FGN de Kennedy en Bogotá, “donde [se] encontr[ó] con la burla de los Policías que se encontraban esa noche en la Estación 12, que queda al lado de la U.R.I, los cuales afirmaron que [él se] la pasaba en malos negocios sin ni siquiera escuchar [su] relato”.  Posteriormente habría presentado su denuncia ante funcionarios del DAS quienes lo habrían enviado a su casa y le habrían pedido que regresara con su vehículo a las 8 a.m. para hacerle un estudio, lo cual hizo.  El DAS habría realizado los respectivos análisis balísticos.  Alega que luego del atentado recibió varios “sufragios”
 a su nombre.

10. De la investigación realizada por el DAS se habría concluido que la seguridad de la presunta víctima se encontraba vulnerada y se le habría brindado asesoría mínima en materia de autoprotección y autoseguridad.  La investigación por el delito de tentativa de homicidio le correspondió a la Unidad Segunda de Vida de la FGN bajo radicado 49417.
11. Indica que la FGN aceptó su solicitud de ser incluido en el programa de su Oficina de Protección a Víctimas y Testigos y se le habría dado una “carta de Autoprotección” en la cual se le recomendaba salir de la ciudad constantemente, recomendación que habría seguido, a su propio costo.  Indica que la FGN le habría propuesto reubicarlo en otra ciudad ofreciéndole los pasajes.  El peticionario alega que, el 12 de julio de 2000, no aceptó la propuesta debido a que (i) ya se habría reubicado en otra ciudad por sus propios medios días después del atentado; (ii) estaba finalizando sus estudios de especialización en Bogotá; (iii) económicamente para él era desfavorable porque su mercado profesional se encontraba en dicha ciudad, no ofreciéndosele ninguna ayuda de carácter laboral.  El 1˚ de agosto de 2000 la FGN habría afirmado que la presunta víctima presentaba riesgo de sufrir un atentado contra su vida e integridad personal como consecuencia de su participación en la investigación por corrupción.  
12. El 12 de septiembre de 2000 la Policía Metropolitana de Bogotá habría informado al Programa de Lucha Contra la Corrupción que del estudio de seguridad realizado se habría concluido que el nivel de riesgo de la presunta víctima sería medio y que se habría dispuesto “la realización de patrullajes esporádicos a la residencia del señor Morales [a quien] se le sugirió poner en práctica las medidas de seguridad que le fueron recomendadas”.  El peticionario alega que Colombia no habría adoptado medida para garantizar su vida y la de su familia, y garantizarle “una vida normal” en su país.  Considera entonces que ha agotado todos los trámites tanto ante la FGN como ante la PGN y la Presidencia de la República.
13. Alega que debió salir del país, porque que el Estado no propuso soluciones viables a su situación de riesgo, “como medida última de proteger [su] vida y la de [sus] cercanos, ya que el estado colombiano no podía garantizar [su] seguridad”.  Indica que, por temor a que algo le pasara, desde el 14 de diciembre de 2000 emigró a Canadá con el apoyo de dicho Estado.  Alega que Canadá le habría otorgado un crédito sobre los gastos que tuvo que sufragar para desplazarse, dinero que no sabe cómo cancelará, así como tampoco sabe cómo cancelará sus obligaciones bancarias.  Se pregunta de dónde provendrán sus ingresos cuando se le acabe “lo poco que le queda”, dado que no puede laborar.
14. El peticionario indica que la investigación por el atentado contra su vida habría sido archivada provisionalmente el 25 de julio de 2001, lo que demostraría la falta de interés de investigar los hechos.  Alega que “los expedientes están actualmente durmiendo sobre una tableta a la espera de una prescripción que dará fin a ese proceso por causa del tiempo y por omisión del Estado de investigar los hechos delictivos de los cuales [fue] víctima”.  Alega que la obligación del Estado de protegerlo es una obligación de resultado tal como lo ha establecido la Corte Constitucional colombiana
.  
15. Frente al alegato del Estado respecto a que no habrían sido agentes del Estado, quienes cometieron las violaciones alegadas por el peticionario (ver infra III.B), el peticionario responde que sus denuncias a nivel interno se presentaron contra funcionarios estatales del IDU.

16. Frente al alegato del Estado respecto a la falta de agotamiento de la acción de reparación directa (ver infra III.B), el peticionario responde que no podía iniciar tal acción ya que él no se encuentra en Colombia.  Alega que la investigación por tentativa de homicidio fue suspendida y que en la investigación por corrupción se dictó una resolución inhibitoria.
B.
Posición del Estado
17. En respuesta al reclamo el Estado argumenta que por las alegadas amenazas de junio de 2000 y el presunto atentado de 8 de julio de 2000, denunciado ante la FGN, ésta realizó una evaluación de amenaza y riesgo bajo las normas rectoras del Programa de Protección y Asistencia de la PGN y el 1˚ de agosto de 2000 estableció que la presunta víctima presentaba riesgo de agresión contra su vida e integridad personal.  Señala que la presunta víctima se negó al ofrecimiento de reubicación de la FGN.
18. Señala que la Policía Metropolitana de Bogotá también habría realizado un estudio de seguridad a través de su División de Inteligencia el cual arrojó un nivel medio de riesgo, por lo cual se dispuso la realización de patrullajes esporádicos a su residencia por parte de personal adscrito a la Octava Estación Kennedy.  Asimismo, indica que el DAS también realizó un estudio técnico de nivel de riesgo y grado de amenaza y se brindó asesoría a la presunta víctima en materia de autoprotección y autoseguridad.
19. Indica que por la tentativa de homicidio del 8 de julio de 2000 se inició una investigación bajo radicado No. 494171 en la cual se llevaron a cabo una serie de diligencias investigativas y que no se contaba con material probatorio para la apertura de instrucción.  Señala que ésta fue suspendida el 25 de julio de 2001 por el Fiscal 24 Seccional de Bogotá.  La Fiscalía habría resuelto que “[p]ese a los esfuerzos que se han desplegado […] en orden a identificar […] a los autores del hecho criminoso, […] no existe elemento de juicio alguno para abrir investigación contra determinada persona y menos aún […] contra los denunciados […] funcionarios del IDU”.  
20. A dicha investigación habrían sido allegadas las diligencias adelantadas por la Unidad de Delitos contra la Administración Pública de la FGN en la investigación de radicado No. 484569 en la cual la presunta víctima habría actuado además como testigo, que a su vez, habría sido objeto de decisión inhibitoria, por atipicidad de la conducta.  
21. El Estado alega la falta de caracterización de violaciones a la Convención Americana, dado que las personas que habrían amenazado y realizado el atentado contra la presunta víctima en el año 2000 no fueron agentes del Estado, ni actuaron bajo su supervisión o tutela, ni con su tolerancia o aquiescencia.

22. Asimismo, alega que para atribuir al Estado responsabilidad por los hechos bajo análisis habría que demostrar que al menos presuntamente el Estado tuvo conocimiento previo de la existencia del riesgo y no actuó de manera efectiva para impedirlo.  Alega que una vez que las autoridades tuvieron conocimiento de los hechos, emprendieron las acciones necesarias para brindar a las medidas de protección adecuadas a la presunta víctima, de acuerdo al nivel de riesgo presentado, por lo tanto no serían de recibo las afirmaciones del peticionario respecto a que dichas medidas fueron insuficientes.  Al respecto, considera que las obligaciones de investigar juzgar y sancionar bajo la Convención Americana son de medio y no de resultado, por lo que el mero resultado contrario a los intereses de la presunta víctima no puede ser leído como desconocimiento por parte del Estado, de dichas obligaciones.
23. Alega que la presunta víctima no accionó el recurso de reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa que tiene por objeto reparar por perjuicios ocasionados por omisiones atribuibles a agentes del Estado, el cual hubiera sido el recurso idóneo para este caso.  Alega que dicha acción caducó dos años después de los hechos en junio de 2002.  Al respecto, sostiene que al no haber accionado el recurso, renunció tácitamente a obtener indemnización por daño material e inmaterial.  
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Consideraciones Previas

24. El Estado alega que “[c]omo consecuencia del carácter cuasi judicial del proceder de la CIDH en el trámite de peticiones individuales, sus actuaciones deben necesariamente verse cercadas de las garantías al debido proceso, por fuerza del principio general del derecho consagrado en todos los ordenamientos jurídicos constitucionales de los Estados Americanos, e implícitamente garantizados en los procedimientos de protección previstos en la Convención Americana”.  Asimismo, recuerda los principios de buena fe y seguridad jurídica a la interpretación de los tratados establecidos en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados y considera que éstos estarían violados de no aplicarse las garantías del debido proceso al trámite convencional.  Alega que la demora en la trasmisión de la petición, salvo que estuviera justificado, vulneraría los lineamientos de un debido proceso.  Indica que el transcurso del tiempo produce obstáculos respecto de las medidas que un Estado puede adoptar en su momento para subsanar las situaciones que al parecer vulneran los derechos humanos y dificulta la recolección precisa y actualizada de información relacionada con los hechos.  Alega que es “apenas comprensible que al exigirle al Estado una respuesta a la denuncia en un plazo razonable, la CIDH tenga el deber de darle traslado al Estado también en un plazo razonable, en el entendido que la totalidad del proceso sea transmitido en el menor tiempo posible, buscando una adecuada garantía de los derechos humanos”.  Sostiene que la CIDH “debe cumplir en el trámite de las denuncias con celeridad, acorde con las exigencias que se imponen al Estado”, con lo cual se puede llegar a afectar el derecho al debido proceso de las presuntas víctimas.  

25. Por su parte, el peticionario también presenta una queja al respecto y considera que con dicha demora siente violado su derecho a las garantías de debido proceso.  Indica que “la queja fue presentada dentro de la parte más crítica en cuanto a la violación de [sus] derechos fundamentales lo que implica que si hay un retardo en el proceso no es porque [él] no haya solicitado”.  

26. Al respecto, la Comisión reitera que en la tramitación de casos individuales ante la Comisión, no existe el concepto de caducidad de instancia como una medida ipso iure, por el mero transcurso del tiempo.  Asimismo, observa que toda la información proporcionada por las partes ha sido trasmitida a la otra parte para la presentación de las observaciones que se estimen oportunas.  Lo anterior en observancia de las disposiciones convencionales y reglamentarias pertinentes, por lo que no se habría afectado el derecho al debido proceso de las partes en el procedimiento ante la Comisión
.
B.
Competencia
27. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como víctimas a personas individuales, respecto a quienes el Estado colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana y en el Protocolo de San Salvador.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Colombia es un Estado parte de la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dicho tratado.

28. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  
29. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.  En lo atinente a los reclamos respecto al derecho al trabajo y el derecho contemplado en el artículo 6 del Protocolo de San Salvador, la CIDH sólo tiene competencia para examinar presuntas violaciones a los artículos 8.a) y 13 de este instrumento, conforme a su artículo 19.6.  Por lo tanto, la Comisión no tiene competencia para evaluar el cumplimiento del artículo 6 del Protocolo de San Salvador
.

C.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

30. A efectos de que un reclamo sea admitido por la presunta vulneración de las disposiciones de la Convención Americana, se requiere que ésta cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 46.1 de dicho instrumento internacional.  El artículo 46.1.a) de la Convención dispone que para determinar la admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la CIDH de conformidad con los artículos 44 ó 45 de la Convención, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos internos, según los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.

31. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

32. Según ha establecido la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte del peticionario, tiene la carga de demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.

33. En la presente petición el Estado alega que la petición no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana dado que no se habría iniciado un proceso contencioso administrativo para solicitar indemnizaciones.  Por su parte, el peticionario alega que ha agotado todos los trámites tanto ante la FGN como ante la PGN y la Presidencia de la República.

34. En vista de las posiciones de las partes y de las circunstancias de la presente petición, la Comisión considera pertinente además determinar el objeto del reclamo presentado.  Éste se refiere concretamente a la falta de protección de la presunta víctima y de sus familiares ante las amenazas, atentado contra su vida y sufragios recibidos, presumiblemente como consecuencia de su denuncia por corrupción; hechos que habrían sido denunciados desde junio de 2000 y su falta de investigación, juzgamiento y sanción de los responsables; así como por su posterior desplazamiento.
35. Asimismo, corresponde aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en esta petición, a la luz de la jurisprudencia del sistema interamericano.  De esta forma, los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
.  
36. En dichos casos, el proceso penal ordinario constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La Comisión observa que los hechos expuestos por el peticionario con relación a las amenazas y atentado contra su vida se traducen en la legislación interna en conductas delictivas perseguibles de oficio, cuya investigación y juzgamiento deben ser impulsados por el propio Estado. 
37. La Comisión observa también que, como regla general, una investigación penal debe realizarse prontamente para proteger los intereses de las víctimas, preservar la prueba e incluso salvaguardar los derechos de toda persona que en el contexto de la investigación sea considerada sospechosa
.  Asimismo, según ha señalado la Corte Interamericana desde sus sentencias iniciales, si bien toda investigación penal debe cumplir con una serie de requisitos legales, la regla del previo agotamiento de los recursos internos no debe conducir a que la actuación internacional en auxilio de las víctimas se detenga o se demore hasta la inutilidad
.

38. En la presente petición, las amenazas que habría sufrido por la presunta víctima en junio de 2000, habrían sido denunciadas por el peticionario ante el Programa Presidencial de Lucha contra la Corrupción de la Vice-Presidencia de la República, ante la PGN el 30 de junio de 2000 y ante la Defensoría del Pueblo el 7 de julio de 2000.  Por el presunto atentado de 8 de julio de 2000 el peticionario habría presentado denuncia ante la Unidad de Reacción Inmediata de la FGN, el DAS y el Programa contra la Corrupción de la Presidencia de la República, lo que habría resultado en patrullajes esporádicos a la residencia de la presunta víctima y en asesoría en materia de autoprotección y autoseguridad.  La Oficina de Protección a Víctimas y Testigos de la FGN, habría iniciado una investigación por el delito de tentativa de homicidio y habría propuesto reubicar a la presunta víctima, quien no habría aceptado.  Por temor a que algo le pasara, el 14 de diciembre de 2000, la presunta víctima se habría desplazado fuera de Colombia.  La investigación por tentativa de homicidio habría sido archivada provisionalmente el 25 de julio de 2001.  
39. Por lo tanto, habiendo transcurrido más de trece años desde los hechos materia de la petición, sin resultados en las investigaciones, la Comisión considera que resultan aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.2.c) de la Convención Americana respecto del retardo injustificado en la decisión de los recursos internos; por lo cual el requisito de agotamiento de recursos internos, para este extremo de la petición, no resulta exigible.  La Comisión reitera que conforme a su práctica el análisis que corresponde realizar es a partir de la situación vigente al momento del pronunciamiento sobre admisibilidad a la luz de las circunstancias actuales
.
40. En relación al recurso contencioso administrativo al que hace referencia el Estado, la Comisión ha sostenido reiteradamente que éste constituye un mecanismo que procura la supervisión de la actividad administrativa del Estado, y que únicamente permite obtener una indemnización por daños y perjuicios causados
.  En la presente petición, las pretensiones del peticionario se relacionan con la investigación, procesamiento y sanción penal de los responsables, cuestiones que no corresponden a dicha jurisdicción.  Consecuentemente, en un caso como el presente no es necesario agotar estos recursos antes de recurrir al sistema interamericano
. 
41. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

2. Plazo de presentación de la petición

42. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al 46.2.c) de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

43. La petición fue recibida el 11 de octubre de 2000, los presuntos hechos materia del reclamo se iniciaron con las alegadas amenazas en junio y el presunto atentado de 8 de julio de 2000; y sus efectos en términos de la alegada falta en la administración de justicia se extienden hasta el presente.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características de la presente petición, la Comisión considera que ésta fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación. 
3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
44. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c) y 47.d) de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

45. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, respecto de las amenazas de muerte y atentado descritos la CIDH considera que los alegatos del peticionario podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la vida e integridad personal consagrados en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana en relación a su artículo 1.1; en perjuicio de Oscar Alfonso Morales Día y sus familiares.
46. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.  
47. La Comisión observa que el alegado desplazamiento forzado de las presuntas víctimas y la alegada falta de respuesta de las autoridades judiciales podrían caracterizar violaciones al derecho a las garantías judiciales, a la propiedad privada, a la circulación y residencia y a la protección judicial por lo tanto, la CIDH también considerará en la etapa de fondo la presunta violación de los artículos 8, 21, 22 y 25 de la Convención, en relación a su artículo 1.1 en perjuicio de la presunta víctima y de sus familiares.

48. Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.

V.
CONCLUSIONES
49. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 8, 21, 22 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1 y que corresponde declarar inadmisible la petición con relación al artículo 6 del Protocolo de San Salvador.
50. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente caso con relación a los artículos 4, 5, 8, 21, 22 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1.
2. Notificar esta decisión al Estado colombiano y a los peticionarios.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 5 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión de la presente petición.


� El peticionario indica que los sufragios son notas de condolencia por su muerte.


� En sustento de su argumento el peticionario cita a la Corte Constitucional colombiana. Sentencia T-524-05 y Cfr. T-19-03. “Quienes se encuentran seriamente amenazados contra su vida y han puesto en conocimiento de tal situación a las autoridades estatales, tienen derecho a recibir protección, hasta el punto de que la obligación del Estado de preservar su vida se convierte en una obligación de resultados para efectos de responsabilidad administrativa”.


� Cfr. CIDH. Informe 138/11 García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. México, 31 de octubre de 2011, párr. 40.


� Cfr. CIDH. Informe No. 84/06 Neusa Dos Santos Nascimento y Gisele Ana Ferreira Vs. Brasil, 21 de octubre de 2006, párr. 41.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, párr. 64.


� CIDH, Informe No. 52/97, Arges Sequeira Mangas, 18 de febrero de 1998, párr. 96; e Informe No. 2/10, Fredy Marcelo Núñez Naranjo y otros, 15 de marzo de 2010, párr. 29.


� CIDH, Informe No. 87/06, Carlos Alberto Valbuena y Luis Alfonso Hamburger Diazgranados, 21 de octubre de 2006, párr. 25; Informe No. 70/09, José Rusbell Lara, 5 de agosto de 2009, párr. 31; e Informe No. 15/09.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párr. 93.


� En situaciones en las cuales la evolución de los hechos inicialmente presentados a nivel interno, implica un cambio en el cumplimiento o incumplimiento de los requisitos de admisibilidad, la Comisión ha señalado que su análisis debe hacerse a partir de la situación vigente al momento del pronunciamiento de admisibilidad. CIDH, Informe No. 20/05, Petición 714/00 (“Rafael Correa Díaz”), 25 de febrero de 2005, Perú, párr. 32; CIDH, Informe No. 25/04, Caso 12.361 (“Ana Victoria Sánchez Villalobos y otros"), 11 de marzo de 2004, Costa Rica, párr. 45; CIDH, Informe No. 52/00. Casos 11.830 y 12.038. (Trabajadores cesados del Congreso de la República), 15 de junio de 2001, Perú. párr. 21.


� CIDH. Informe No. 72/09 Herson Javier Caro (Javier Apache) y familia, 5 de agosto de 2009, párr. 28.


� CIDH. Informe No. 74/07 José Antonio Romero Cruz, Rolando Ordoñez Álvarez y Norberto Hernández, 15 de octubre de 2007, párr. 34 e Informe No. 72/09 Herson Javier Caro (Javier Apache) y familia, 5 de agosto de 2009, párr. 28.
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